
En cuanto a las dilaciones ya existentes en la tramitación de las ayudas al alquiler correspondientes a la 
convocatoria del año 2018, los datos hablan por sí solos ya que, tres años después, la misma sigue sin 
concluirse en algunas provincias. No así las dos convocatorias que se pusieron en marcha en el año 2020 
para hacer frente a la crisis económica derivada de la pandemia, pues si bien en ambas se incumplieron 
los plazos previstos en sus respectivas bases reguladoras, se han visto beneficiadas por una tramitación 
más ágil y por la priorización de recursos humanos destinados a esta tarea.

La habitabilidad adecuada de las viviendas también era objeto de nuestra preocupación y en este sentido 
ha de aludirse a la Orden de 21 de diciembre de 2020, por la que se convocaron, en régimen de concurrencia 
competitiva, subvenciones para la rehabilitación de viviendas en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
Sigue pendiente el reto de establecer servicios de intermediación entre personas inquilinas y arrendadoras, 
aún inexistentes en la inmensa mayoría de territorios, bien directamente por las administraciones, bien a 
través de entidades del Tercer Sector, a fin de sortear con los obstáculos que habitualmente se enfrentan 
quienes, en una situación económica inestable o precaria, ni siquiera con ayuda económica de los organismos 
públicos, pueden acceder a un contrato de alquiler.

Asimismo, seguimos atentos a las iniciativas de desmantelamiento de los núcleos chabolistas o de 
infraviviendas aún existentes en nuestra Comunidad Autónoma y la reubicación de la población residente 
en viviendas dignas y adecuadas a través de planes multidisciplinares de integración social a través del 
empleo, educación…, caso por ejemplo de la barriada de los Asperones de Málaga.

2.10.  Lucha contra el cambio climático. Transición Energética. 
Sostenibilidad

Señalábamos en el Informe Extraordinario elaborado tras el confinamiento que era importante, en el 
proceso de vuelta la normalidad, que las decisiones que adoptásemos incorporaran una componente de 
sostenibilidad ambiental. Todas estas metas y retos tenían un objetivo común: impulsar nuestro modelo 
económico y social hacía fórmulas respetuosas con el medio ambiente.

Si valoramos en qué medida hemos avanzado en la consecución de este objetivo común, habremos de 
concluir que hemos sentado las bases para caminar en la dirección correcta, pero que aun estamos al comienzo 
del camino y la meta se antoja lejana y compleja de alcanzar.

En este año se han aprobado numerosas normas que sientan las bases para el que debe ser un proceso 
de transición hacia una sociedad mas sostenible. Entre estas normas merecen ser destacadas la Ley estatal 
7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética y el Decreto andaluz 234/2021, de 
13 de octubre, por el que se aprueba el Plan Andaluz de Acción por el Clima.

Junto a estas normas se han diseñado planes y 
estrategias de actuación que servirán para orientar 
los procesos de transición en materia energética y 
ambiental, canalizando los recursos destinados a 
alcanzar estos fines, en particular los cuantiosos 
fondos procedentes del programa Next generation 
aprobado por la Unión Europea.

No obstante, a pesar de este positivo avance en materia normativa y presupuestaria, decíamos antes 
que aún estamos al comienzo del camino y la meta se nos antoja lejana y compleja de alcanzar. Hemos 
descubierto, con pesar, lo arduo que resulta trasladar los proyectos y las estrategias desde el papel de las 
normas a la realidad del terreno.

Buen ejemplo de ello lo tenemos en el proceso de transición energética, que pretende fomentar la 
implantación de energías renovables como alternativa a los combustibles fósiles, dentro del proceso de 
descarbonización de nuestra economía.

“Avancemos en el proceso 
de transición energética 

ante el cambio climático”
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A pesar del éxito que supone la adjudicación mediante subastas de un volumen inusitado de derechos para 
la implantación de instalaciones de energía renovable en España, lo cierto es que muchos de los proyectos 
previstos no acaban de hacerse realidad y, con frecuencia, no pasan de la fase de meros proyectos.

Las causas para este retraso son varias y van desde la complejidad administrativa, que dificulta los 
procedimientos para conseguir la autorización de los proyectos, hasta la burbuja especulativa, que impulsa 
a fondos y empresas a invertir en la adquisición de estos derechos buscando una rentabilidad económica 
y sin intención de ejecutar los proyectos o gestionar las instalaciones.

Pero quizás el elemento mas inesperado y que mas está contribuyendo a diluir el impulso esperanzado que 
supuso el inicio del proceso de despliegue de las renovables, sea la creciente oposición a los proyectos de 
instalaciones fotovoltaicas y eólicas por parte de aquellas personas, colectivos y asociaciones que habitan 
en los territorios elegidos para el despliegue de estas instalaciones.

Una oposición, que supone un grave problema para el avance del proceso de transición energética, pero 
que no puede descalificarse sin más porque la motivan poderosas razones que explican la discrepancia y 
el descontento. Unas razones basadas en las afecciones negativas que estas instalaciones pueden suponer 
para los territorios en que se asientan, ya sea en materia de protección del paisaje; mantenimiento de la 
biodiversidad; defensa de la avifauna; sostenibilidad de los recursos hídricos; preservación de terrenos 
de especial valor agrícola o ganadero; puesta en valor del patrimonio histórico; o defensa de la identidad 
cultural.

Las prisas por acelerar el despliegue de las energías renovables, ha llevado a algunas de las administraciones 
responsables de pilotar este proceso, a olvidar su deber de planificar, ordenar, regular y controlar 
debidamente el mismo. Esto ha determinado que en Andalucía se estén implantando aceleradamente 
instalaciones de energías renovables sin que previamente se haya aprobado, como hubiera sido conveniente, 
un plan de despliegue que incluyera una zonificación de territorio, diferenciando entre terrenos que se 
consideran aptos para este tipo de instalaciones, terrenos en que las misma deben estar prohibidas y 
terrenos en los que estas instalaciones pueden implantarse cumpliendo determinadas condiciones. Esta 
Institución ha planteado a la Junta de Andalucía la necesidad de esta planificación (queja 21/4325).

No podemos dejar de avanzar en el proceso de transición energética porque es un requisito ineludible 
en la lucha contra el cambio climático. Cualquier retraso en este proceso incrementa exponencialmente 
los riesgos del calentamiento global. No obstante, es necesario que este proceso se haga de una forma 
ordenada y racional para que el mismo no sea causa a su vez de un grave perjuicio para el medio ambiente 
que pretendemos salvaguardar y motivo de una creciente desafección ciudadana hacia el proceso de 
transición a una sociedad más sostenible.

Es evidente que el camino se nos presenta con más obstáculos de lo esperado y que la meta parece 
alejarse en el horizonte, pero debemos ser conscientes de que no hay una ruta alternativa, ni podemos 
permitirnos el lujo de hacer un alto en el camino. Es imprescindible, por tanto, que sigamos avanzando y 
que, en paralelo y sin más demora, elaboremos y aprobemos planes y normas que nos permitan ordenar 
y regular el proceso de transición, minimizando así daños y evitando perjuicios innecesarios. La transición 
energética debe ser, necesariamente, una transición justa.

2.11.  Reconocer y garantizar el derecho de acceso a los servicios de 
interés general

Determinados servicios, como el suministro de agua o energía, los servicios financieros, las 
telecomunicaciones o los servicios de transporte, han ido incrementando su relevancia y actualmente son 
básicos para la comunidad y esenciales para el normal desenvolvimiento de la vida cotidiana de cualquier 
persona.

Se han producido algunos avances en relación a ciertos servicios esenciales en cuanto al reconocimiento de 
unos derechos mínimos de acceso a los mismos, aunque dicho reconocimiento no ha tenido el alcance que 
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